
PELI TOS PE LESA HUMANIDAD

EXPOSICION BE MOTIVOS

I

La noción de crímenes contra la humani '. d sui^e a la vida 
jurídica como r sp-uosta de la con. un Idei internacional a las atro­
cidades cometidas por la Alemania Nazi y se materializa positi­
vamente en el Estatuto del Tribunal Militar de Nuremberg. El 
mismo establece una serie de principios de Derecho Internacional 
pos teriorr.ente confirmados por las Naciones Uni las en su Resolu­
ción 95 del 11/12/4 6 y que en lo medular conca. ru un nuevo 
‘'delito de gentes". La barbarie de la Segurda Guerra Mundial 
cede su lugar a una. nueva situación histórica le violación sis­
temática de ierec'.os humanos, en un c ontexto li nere e, como la 
ocurrida en America Latina al amparo de la "doctrina e lo se­
guridad nacional". No se trató de excesos er. un <’a:-fideo bélico 
internacional, sino *‘e una represión coorti r.udu poi- la.- dictatu­
ras de la región y que respondió a una conce; cien f«n«ral 
"aniquilamiento" ’»? la o; osici ón. También aquí la •’ ni hu­
mana fue desconocida por una estrategia del terror. La Tortura, 
la Desaparición Forza*'a de personas y el nerfcidi¿ Tolítico cons­
tituyen atentados crueles y premeditados contra la condición hu- 
m<- na y son perfectamente asimilables al "crimen contra la hu­
manidad", valiéndonos de criterios jurídicos cimentados en la 
evolución *'el Derecho Internacional, deste 1 946 a la fecha, (i)

La respuesta déla comunidad internacional a esto r?u°va 
realidad histórica ha sido cía? amonte definí*' en múltiples 
Convenios, Declaraciones y Resoluciones de Organismos Interna­
cionales, pero también en una actitud política generalizada de 
condena, que no hace más que reafirmar el consenso er. el repu­
dio de toóos aquellos actos inhumanos que s** come4an °r. forma 
sistemática desde el gobierno de un Estado, afectando a los in­
dividuos bajo su juridicción.

Estos aberrantes hechos lesionan vulcféa humanos Cen con­
tenido universal cuya preservación y desarrolle interesa a 
toda la humanidad, por lo tanto, el castigo de estos delitos 
trasciende el interés de cada Estado en particular, aunque de­
penda de que caáq país manifieste in leleble.vf nte su voluntad 
política de procedei* en consecuencia al grado de civilización al­
canzado y arbitre, las medidos legislativas necesarias jura el 
juzgamiento de los respensubl.es.

respensubl.es


CODIFICACIONES Al PROYECTO DE CAÍTOS DE LESA HUMA-

• • ।

1.- Art» 4«~ •- *•! artículo 4o. «jue^c? redactado del siguiente modo 
suprimiendo el inciso final.éel texto originario.-

” Cuando so recibiese de otro Estado una solicitud o requerí 
” miento de extradición fundado en alguno do estos delitos 
" y no existiera tratado o convención vigente que obligue a 
" la República, deberá concederse la extradición solicitada,- 
" Lo anterior os sin perjuicio del cumplimiento de las demás 
" condiciones exigidas por el derecho interno para hacer lu- 
" gar a la extradición .-
" A los efectos do la extradición los delitos de lesa human!
” dad no se concidorarán delitos políticos.— "

2.— Nota con respecto al artículo 6
La presento disposición , que obedece al imperativo del Dc- 
recho Internacional, para no colidir con el art. 8jT numeral 

14 do la Constitución de la República , roqueriría para lo­
grar plena validez y eficacia la correspondí ente consagración 
on la"Carta.-
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Si "bien algunos autores entienden que se dan las condi­
ciones para hacer extensible a estas prácticas, el régimen 
jurídico que el Derecho Internacional prescribe para los deli- 
tos contra la humanidad, sin necesid¿;4 de Colección específica 
ni •’e ley interna que lo consagre, ya que.se trataría de un man­
dato imperativo de una norma de Derecho Internacional General, . 
entendemos que, plasmar en el presente proyecto los delitos de 
Tortura, Desaparición Forzada y Homicidio Político como críme­
nes contra la humanidad, constituye un meritorio avance en el 
proceso concientizador de nuestra sociedad sobre la importancia 
del respeto a los ‘ere dos humanos y el consecuente cas ligo para 
quien ose violarlos de manera cruenta y sistemática. (2) Se 
crearía un marco jurídico en base a la nefasta experiencia pa­
sada par» en e.1 tallas hechos no sálo n®> se repitan 1
8wi& pero que aquellos que se aventuren en los mismos,sepan 
desde ya, la actitud que adoptará nuestro sistema.

11
Esternas en el terreno de los delites de lesea h<u^nida4, 

constitutivas de una especie dentro del género de los delitos 
contra los Derechos Humanos (el eneareeWmiento político, las 
desapariciones, les trataaientos crueles, degradantes o iediu- 
rnanos, las ej«cu.c¿cnes extrsjiüdi ateles, etc.) caracterizados 
por constituir .un típico fenómeno delictivo dictatorial. En el 
Uruguay, como en distintos países latino-americanos, acontecie­
ron cuando las fuerzas armadas sustituyeron coactivamente los 
gobiernos representativos legítimos y pasaron a ejerce* un au­
toritarismo totalitario que determinó la eliminación ¿<=1 prin­
cipio de separación 'e los poderes, el avasallamiento de los 
derechos humanos y el terror penal.

Sus características anómalas de práctica sistemática y 
oficializada de los gobiernos de facto, así como la impunidad 
de los sujetos agentes en estos trágicos períodos, no debe sig­
nificar una razón para no legislarlos, antes bien, importan un 
imperativo ineludible, no sólo por importar un juicio axioló- 
gico definitivo ;4e naturaleza ético-social, sino por sus efec­
tos futuros: el ser inamnisfiables, el ser imprescriptibles y 
el no ser considerados delitos políticos a los efectos de la ex­
tradición y del ••derecho de asilo.



Es del caso afirmar que, si con anterioridad a la dicta­
dura padecida, se hubieran legislado estos delitos no estaría­
mos viviendo la crisis política actual entre tendencias amnis- 
tiantes y opositoras. (3)

III

Entendemos que la sistematización y la intervención del 
estad o en atentados graves contra la condición humana, cons­
tituyen elementos que rgrmiten equiparar, a la luz de los cri-Uicf TI i» O terios internacional^- validos para doctrina y jurisprudencia 
estas situaciones, al crinen de lesa humanidad. Deben confi­
gurar hechos de gravedad manifiesta llevados a cabo sistemáti­
camente, con intervención directa o indirecta del Estado.(4)

Tor tal razón, en el art. Io del Proyecto se otorga rele­
vancia a tales extremos pura calificar determinados actos como 
crímenes contra- la hurastud^i y hacerlos a'fea.rea'bles por tanto, 
por el régimen ’jurídico que regula los mismos.

La noción clásica definida en el Esi®tute 4e Núremberg ha 
evolucionado paulatinamente y uno de los índices más elocuentes 
e» ±<aL sentido, sin dudas lo constituye el marco normativo in­
ternacional delineado para regular sus efectos jurídicos.

La "Convención sobre el Estatuto del del 23/7/
y la "Declaración sobre Asilo Territorial'1 del 14/12/67 seña­
lan que los autores de delitos contra la humanidad carecen del 
status de refugiado y del derecho de asilo, estando obligados 
los Estados a conceder la extradición.

La "Convención sobre imprescriptibilidad de los críme­
nes de guerra y crímenes de lego, humanidad" del 26/11/68 dis­
pone no exista limitación en el tiempo para el enjuiciamiento 
y castigo de los responsables de estos delitjos, ateto a la gra 
vedad de los hechos que los tipifican. >

Los "Primeipías de Cooperación Intarnacionol e» La Iden­
tificación, Detc-ncióo, Extradición y Castigo? de Crímenes de . 
Guerra y Crímenes de Lesa Humanidad" adoptados, par la Resolu­
ción No. 3.074 de 1973 de la Organización de las Naciones uni­
das, establecen que los Estados se abstendrán le tomar medidas



• /i. legislativas o de otra índole que pudieran ser perjudiciales 
para el castigo de los culpables de crímenes de lesa humanidad, 
por lo que estaría vedada cualquier medida de indulto, amnistía 
o gracia.

La opinión actual de la Comunida' Internacional en materia 
de la llamada ’’obediencia debida” es conteniente en su afirma­
ción, y está contenida en el ’’Convenio contra la Tortura y 
Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o degradantes” sancionada 
por las Naciones Unidas el 10/12/84 y ratificada por nuestro 
país por la Ley No. 15*793' del !£ /&£ y en la ”Convención

• Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura” aprobada 
por la OEA el 7/12/85, al disponer que no podrá invocarse una 
orden de un funcionario superior o de una autoridad pública co­
mo justificación del delito. Cuando los hechos significan una 
vejación injustificable y criminal ce la dignidad humana, la 
gravedad de los mismos no admite justificación alguna. En re­
sumen, loo elementes analizados: írecebe4e] <qsi1& y del 
refueic, pac ib il iúoú <¿<eextre-4 jeiár,, istia-escr.i^r.íKn.idud, no 
eximente de 1;* obediencia debida, inaú&.¡s ibiüiidad de «mnistxfr, 
gracia €. indulto, Constituyen ftoiíj.# esencial del ju­
rídico del delito contra la humanidad en su actual estado de de­
sarrollo y como .tales han sido incorporadas al presente Proyecto 
(arto. 3 a E).

IV

Creemos adecuado para caracterizar los distintos tipos 
delictivos, recurrir a las definiciones más recientes adopta­
das por la Comunidad Internacional. Así, por ejemplo, en el 
caso de Palito de Tortura y a los efectos de determinar el 
elemento material, se tienen en cuenta, fundamentalmente, las 
previsiones de la ’’Convención Contra la Tortura y Otros Tratos, 
o Penas Crueles, Inhumanos o degradantes” y la ’’Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura”’ que ya 
fueron mencionadas. Asimismo, se consideró la Ley No. 23.097 
de la República Argentina, sancionada el 24/10/84, modificati­
va del art. 144 del Código lenal de áicko país que proporciona 
el concepto de tortura y establece agravantes por el resultado.
(5)*
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En lo que se refiere a la Desaparición Forzada, las di­
ficultades son mayores, ya que no existe una definición única 
universalmente aceptada, si bien todos los proyectos coinci­
den en las notas esenciales de la figura. Se intenta' una ela­
boración propia y original aunque en algunos aspectos estuvo 
presente el "Proyecto de Convención sobre Desaparecimiento For­
zado" presentado por la Federación Latinoamericana de Asocia­
ciones de Familiares de Detenidos Desaparecidos (FEDEFALT) a 
las Naciones Unidas en 1582. Participamos de la idea que la 
desaparición forzada posee caracteres específicos que la ha­
cen independiente de cualquier delito similar. La triste 
historia recientemente vivida en nuestro país y en los veci­
nos, nos obliga a considerar el accionar criminal que va des­
de la detención hasta la de-aparición definitiva. De allí que 
se castiguen como delitos formalmente independientes, la deten­
ción ilegítima, el ocultamiento de paradero y la desaparición 
definitiva.

El delito de desaparición se tipificará cuando se oculte 
el paradero de una persona privada de libertad siempre que se 
determine el riesgo de su desaparición o su desaparición defi­
nitiva, por la que estaríamos en presencia de un delito de pe- 
ligro. Asimismo, se proporciona un criterio objetivo para 
considerar desaparecida a una persona: el agotamiento de la 
vía legal sin reswltaáes positivos para el conocimiento de su 
paradero (Decurso de Amparo y de Habeas Corpus). La desapa­
rición, aunque sea transitoria, constituye una forma de terror 
que atenta no sólo contra los derechos del desaparecido sino 
contra los derechos de sus allegados. Crea terror por la in­
certidumbre y la previsión fundada de una desaparición defini­
tiva.

Con relación a esta última hipótesis, la experiencia de­
muestra que las más de las veces la desaparición enmascara el ho­
micidio, y es en relación a esta situación que el Proyecto la 
encara como ur.problema de prueba, el cual, resuelto, puede dar 
lugar al Concurso de delitos de Ocultamiento de Paradero con 
o'ras formas delictivas más graves (Tortura con resultado de, 
muerte, Homicidio Folítico, o encubrimiento de estos delitos)

En lo que atañe al Homicidio Político no merece mayores 
comentarios. Se irat^ áe infligir la muerte por móviles que 
respondan a una insana discriminación política, sindical, ét­
nica o religiosa, habiéndose expresado por el "Sexto Congreso 
de las Naciones Unidas sobre la Prevención del Dglito Y Trata­
miento del Delincuente" (Caracas, 1980) que estos actos impor­



tan ”un crimen particularmente horrendo cuya erradicación cons- 
tituye una elevada prioridad internacional”.

En el art. 14 del Proyecto se pretende castigar y preve­
nir las asociaciones criminales integradas por funcionarios de 
las fuerzas armadas o policiales, o de otros organismos guber­
namentales, así como aquellas agrupaciones paramilitares o po­
líticas que actúan con el favorecimiento o la coparticipación 
de tales fuerzas u organismos.

Se asemejan por el hecho asociativo a las asociaciones para 
delinquir, a la asociación subversiva y a la asociación usurpa­
dora de funciones públicas.

El Proyecto, con referencia a las formas omisivas, se ha 
inspirado en la Ley argentina número 23.097 del 29 de octubre de 
1984 que introduce en el Ö. Penal, como artículo 144 cuarto, 
diferentes modos de omisión punible imputables a aquellos fun­
cionarios que en conocimiento de hechos constitutivos ¿le de­
litos de. lesa humanidad observan una actitud de absoluta pa­
sividad no dando un solo paso para evitarles, para indagarlos o 
denunciarlos. (6)

*** *********

En definitiva, el Proyecto elaborado tiende a realzar y 
a establecer positivamente un principio fundament al de largo 
afianzamiento en la conciencia universal como lo es el de 
imponer el necesario castigo a quienes desde el gobierno de 
un Estado o con su complicidad desconozcan y violen sistemá­
ticamente los derechos humanos fundamentales de los individuos 
a su cargo. Evidencia el grado de repulsión que ha alcanzado 
en nuestra sociedad, la represión inhumana de la dictadura mi­
litar y reafirma por sobre todo, la confianza en que la forta­
leza del sistema democrático y el respeto y realización de 
los derechos humanos, implica necesariamente, el castigo ejem­
plar para quien los viole.



NOTAS

(1) Oscar López Goldaracena "Derecho Internacional y Crí- 
menes contra la Humanidad"1 AAJ, Montevideo, 1986 pp 35 y es.

(2) Ibidem pp 33/34. pp 50/51
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Internacional y desprotección nacional"
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Je Derechos Humanos; Subcomisión de Discriminaciones y 
Iroteeción de las Minorías, 37° Per. de Ses. "La Administración 
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dos. Cuestión de los derechos humanos de las personas 
sometidas a cualquier tipo de detención o prisión". Infor- 
me de Louis Joinet; Reí. Espec. 22.6.84, pág.12 
Eugene Aroneanu "Le crine contra L’Rumanitá"' Dalloz, 
Taris, 1961, pp 52-56.

(5) Víctor Félix Reinaldi "El Delito de Tortura", Depalma,



I. NOIMAS aEKEftg.ES

ART. 1 Los delitos de que el presente capítulo (Tortura,
Homicidio Político y Ocul tan-he oto de Paradero y Desaparición 
Forzada) serán considerados crímenes contra la humanidad y se 
regirán por lo dispuesto en estera normas generales, siempre que ellos 
constituyan un cuadro sistemático que cuente con la tolerancia 
de organismos gubernamentales.

ART. 2 Se consideran sujetos activos de los delitos de lesa 
humanidad: a) los funcionarios públicos que actuando en ese 
carácter los ejecuten directamente o los ordenen, instiguen o 
induzcan su comisión, así como también aquellos que puliendo 
impedirlo no lo haganjb) los particulares que por orden, ins­
tigación o inducción de los funcionarios, los ejecuten, sin per­
juicio de las normas sobre comunicabilidad en materia de co­
participación.

ART. 3 No corresponderá conceder asilo diplomático ni terri­
torial a quien hubiere participado como autor o coautor en un 
delito de lesa humanidad, aún cuando reuniera las demás condi­
ciones para ser considerado asilado.

ART. 4 Cuando se recibiese de otro Estado una solicitud o re­
querimiento de extradición fundado en alguno de estos delitos y 
no existiera tratado o convención vigente que obligue a la Re­
pública, deberá concederse la extradición solicitada. Lo an­
terior es sin perjuicio del cumplimiento de las demás condi­
ciones exigidas por el -lerecho interno para hacer lugar a la 
extradición.

A los efectos de la extradición, los delitos de lesa hu­
manidad no se considerarán delitos políticos.

No se concederá la extradición cuando existiese temor fun­
dado de que en el Estado requirente, el extradictado pudiere 
ser condenado a mueite, correr peligro su vida, ser sometido a 
torturas o a penas crueles, inhumanas o degradantes.

ALT. 5 No podrá invocarse la orden de un funcionario superior 
o de una autoridad pública como justificación de los delitos 
de lesa humanidad, lor consiguiente, el haber actuado bajo ór­
denes superiores no eximirá de responsabilidad penal.

, ¡
ART. 6 Los delitos de lesa humanidad no podrán declararse ex­
tinguidos por indulto* amnistía o gracia, ni sé aplicará a su 
respecto te'rmino de prescripción de tipo alguno.



II. TORTURA

ART. 7 que impusiese cualquier fonaa de tortura a una per­
sona privada de cualquier forma de libertad será castigada con 
dos a ocho años de penitenciaría.

Por tortura se entenderá: a) todo acto por el cual se in­
flinja sufrimiento físico o mental con fines indagatorios, de 
castigo o de intimidación tanto respecto al indagado como a ter­
ceros; b) el sometimiento a penas y tratos crueles, inhumanos o 
degradantes; c) la aplicación de tratos tendientes a anular su 
personalidad o disminuir su capacidad física o mental aunque no 
causen dolor físico o padecimiento psíquico.

ART. 8 Si a consecuencia del '"élite de tortura sobreviniera una 
lesión personal, la pena será de dos años y seis meses a ocho 
a''os de penitenciaría; si sobreviniera una lesión grave la pena 
será de tres a diez años de penitenciaría; si sobreviniera una 
lesión gravísima la pena será de cinco a quince años de peni­
tenciaría; y si sobreviniera la muerte la pena será.de seis a 
venticinco años de penitenciaría.

III. HOMICIDIO POLITICO

ART. 9 El que deliberadamente dé muerte a alguna persona a 
causa de sus actividades u opiniones políticas o sindicales, rea­
les o presuntas o en razón de su pertenencia a un grupo ét­
nico o religioso, será castigado con quince a treinta años de 
penitenciaría.

DETENCION ILEGITIMA
IV. OCULTAKIENTC DE PARADERO Y DESAPARICION FORZABA

ART. 10 El que detenga ilegítimamente a una persona, será cas­
tigado con veinte meses de prisión a tres años de penitenciaría.

ART. 11 El que oculte el paradero de una persona detenida, arres­
tada o condenada, será castigado con veinticuatro meses de pri- 
ción a seis años de penitenciaría.

ART. 12 El qie oculte el paradero de una persona^JÍvfi&ertad 
determinando el riesgo de su desaparición o su desaparición efec­
tiva, será castigadocon tres a veinticinco años de penitenciaría.

Se considerará configurada la desaparición efectiva de una 
pe.¡sona cuando, agotados los medios legales, no se hubiera lo­
grado conocer su paradero. Por medios legales 'se entenderá la 
interposición del habeas Corpus y el recurso de amparo sin resul- 
t&éps positivos, ___ ----- ----

ser%25c3%25a1.de
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A CÍ A 13 Atenúan los delitos de ©cuitamiento
de paradero y desaparición forzada, las siguientes circunstancias:

a) Que la víctima sea puesta en libertad indemne.
b) Que se informe o oc+b«- para posibilitar o facilitar la 

aparición con vida del desmorecido.

V. ASOCIACION TARA COMBTBE DELITOS DE 1BSA IIU1>1ANIDAD

ART. 14 Los que se asociaren para cometer delitos de lesa hu­
manidad serán castigados por el simple hecho de la asociación, con 
la pena de dos a doce años de penitenciaría.

VI. FCR1ÍAS OMISIVAS

ART. 15 El funcionario público que omitiese evitar la comi­
sión de alguno de los hechos constitutivos de delitos de lesa 
humanidad, teniendo competencia para ello, será castigado con la 
pena prevista para el delito de que se trate, .reducida de un 
tercio a la mitad.

ALT. 16 El funcionario público que en razón de sus funciones 
tomase conocimiento de la comisión de hechos a los que se re­
fiere el artículo anterior y no formulara la correspondiente 
-b'-nunc.' un plazo no mayor de setenta y dos horas , será cas- 

doce meses de prisión a cinco anos de penitenciaría, 
funcionario público fuese me'dico, se le impondrá, además 

^habilitación especial para el ejercicio de su profesión por 
doble tiempo de pena.

ART. 17 El juez que tomando conocimiento en razón de su función, 
de los hechos referidos en los artículos anteriores, no inicia­
ra la indagatoria judicial o no denunciara el hecho competente 
dentro de las setenta y dos horas, será castigado con la misma 
pena prevista en el artículo 15.

VII. CIRCUNSTANCIAS AGRAVANTES

ART. 18 Agravan los delitos de lesa humanidad, cuando no cons­
tituyan elementos constitutivos de los mismos, las circunstan­
cias siguientes:

a) Cuando el delito se cometa respecto a niños, mujeres em­
barazadas o grupos familiares.
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b) La intervención en el hecho delictivo, directa o indi­
rectamente de ti es o más peí sonas,

c) La participación de funcionarios públicos o particula­
res que actúan amparados por el poder público de otros Estados 
en la comisión del delito.


